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Se decide en primera instancia la acción de tutela de la referencia, promovida por el señor Javier Elías Arias Idárraga contra el Juzgado Tercero Civil del Circuito de Pereira, el Agente del Ministerio Público Local y el Procurador General de la Nación, a la que fueron vinculados las Alcaldías Municipal de Pereira, Local de Usaquén y Distrital de Bogotá, el Procurador 4 Judicial II delegado para asuntos civiles, la Defensoría del Pueblo y el Ministerio Público, ambos de la Regional Risaralda.
A N T E C E D E N T E S

1. Relató el actor que en la acción popular radicada bajo el número “2016-482”, que formuló, ha solicitado dar aplicación al artículo 5º de la Ley 472 de 1998, pero el juzgado accionado se niega a ello.
2. Considera lesionados los derechos al debido proceso y a la igualdad y al principio de la presunción de buena fe. Para su protección solicita se ordene: a) al juzgado accionado aceptar el desistimiento que formuló en la acción popular y que “esta la continue (sic) de oficio” como lo dispone aquel artículo; b) se determine qué norma le obliga a continuar “perdiendo el tiempo” en un trámite en el que, dice, se desconocen los artículos 5º y 84 de la Ley 472 de 1998 y el 42 del Código General del Proceso; c) al Procurador delegado que cumpla las leyes 472 de 1998 y 734 de 2002 y actúe en derecho en busca de obtener la protección del derecho colectivo invocado y d) a este último funcionario y al Procurador General de la Nación que demuestren cuál ha sido su actuar en el proceso y que lo sigan tramitando.
ACTUACIÓN PROCESAL

1. Mediante proveído del 26 de enero último se admitió la tutela y se ordenó vincular a la Alcaldía de Pereira, al Procurador y al Defensor del Pueblo, ambos de la Regional Risaralda. También a las Alcaldías Local de Usaquén y Distrital de Bogotá y al Procurador 4 Judicial II delegado para asuntos civiles. No se ordenó hacerlo respecto de la entidad demandada en la acción popular en que encuentra el actor lesionados sus derechos, como quiera que según las copias de esa actuación, aún no ha sido notificada y por tanto no ha comparecido a ese proceso.
2. En el trámite de esta instancia, se produjeron los siguientes pronunciamientos:

2.1 El Procurador Regional de Risaralda señaló que a esa Agencia del Ministerio Público se han comunicado los autos que admiten las respectivas acciones populares y como consecuencia de ello han designado a los diferentes profesionales de la Procuraduría Regional Risaralda y Provincial de Pereira para dar cumplimiento al artículo 21 de la ley 472 de 1998; el Ministerio Público es ajeno a la cuestión planteada por el demandante, pues su intervención está orientada a verificar, como ente de control, la defensa de los derechos e intereses colectivos, lo que hará en el correspondiente pacto de cumplimiento que para el efecto se suscriba. Solicita se le desvincule de la actuación.

2.2 El Alcalde del Municipio de Pereira, por medio de apoderado, alegó que los hechos de la demanda no involucran a ese ente territorial y propuso como excepción la de falta de legitimación en la 
causa por pasiva.

2.3 El Procurador Judicial para Asuntos Civiles dijo que si el actor dejó de utilizar los mecanismos de defensa que ofrece la ley, para plantear ante el juez de conocimiento sus inconformidades con el trámite de la acción constitucional, no puede pretender suplirlos por esta vía excepcional. Respecto a la actuación del Ministerio Público indicó que aunque el artículo 46 del Código General del Proceso señala que esa autoridad intervendrá en toda clase de procesos, debido a la imposibilidad de comparecer a cada uno de ellos, se debe aplicar un criterio selectivo. Para el caso de las acciones populares la Ley 472 de 1998 exige la asistencia del delegado de ese Ministerio a la audiencia de pacto de cumplimiento, empero como su actividad judicial se concentra esencialmente en la capital del país se ve obligado a solicitar a los despachos el uso de medios tecnológicos para tal efecto. En este asunto, desde antes del pacto, así no fuera necesario, la Procuraduría ha expresado su concepto en relación con el derecho colectivo y la necesidad de agotar la actuación de forma expedita e incluso de oficio. Solicita de desestime el amparo invocado. 
2.4 El Directora Distrital de Defensa Judicial y Prevención del Daño Antijurídico de la Secretaría Distrital de Bogotá expresó que ese ente territorial es ajeno a la actuación desplegada por el Juzgado accionado, razón por la cual carece de legitimación en la causa por pasiva y tampoco se da la causalidad jurídica. 

3. Los demás vinculados guardaron silencio.
C O N S I D E R A C I O N E S 

1. El fin de la acción de tutela es la protección inmediata de los derechos constitucionales fundamentales, concedida a todas las personas por el artículo 86 de la Constitución Política, ante su vulneración o amenaza generada por cualquier autoridad pública y aun por los particulares en los casos previstos por el artículo 42 del Decreto 2591 de 1991.

2. Corresponde a esta Sala determinar si: a) procede la acción de amparo para ordenar se acepte el desistimiento formulado por el actor y se tramite la acción popular que formuló de oficio y b) la funcionaria accionada desconoció los derechos fundamentales del actor, al no atender los principios de celeridad, impulso oficioso y perentoriedad de los plazos, y sus deberes como juez, en esa actuación, de acuerdo con las normas que citó el actor al plantear los hechos de la demanda.
3. La Corte Constitucional en sentencia C-543 de 1992 declaró inconstitucional el artículo 40 del Decreto 2591 de 1991 que autorizaba la tutela contra providencias judiciales. A pesar de ello, enseñó inicialmente que el amparo resultaba procedente cuando se incurría en vía de hecho, concepto que ha desarrollado a lo largo de su jurisprudencia hasta sintetizar los requisitos generales y las causales específicas de procedencia de la solicitud de amparo frente a esa clase de decisiones. 

Así entonces ha enlistado como condiciones generales de procedencia, que deben ser examinadas antes de pasar al análisis de las causales específicas, las siguientes:  “(i) Que la cuestión que se discuta tenga una evidente relevancia constitucional; (…) (ii) Que se hayan agotado todos los medios de defensa judicial al alcance de la persona afectada, salvo que se trate de evitar la consumación de un perjuicio iusfundamental irremediable;(…) (iii) Que se cumpla con el requisito de la inmediatez;(…) (iv) Que, tratándose de una irregularidad procesal, quede claro que la misma tiene un efecto decisivo o determinante en la sentencia que se impugna y que afecta los derechos fundamentales de la parte actora. (…) (v) Que la parte actora identifique de manera razonable tanto los hechos que generaron la vulneración como los derechos vulnerados, y que hubiere alegado tal vulneración en el proceso judicial siempre que esto hubiere sido posible;(…) y (vi) Que no se trate de sentencias de tutela (…)”
.
Superado ese primer análisis, la Corte ha identificado como causales específicas de procedencia de la acción, las siguientes: “7.1.- Defecto orgánico: ocurre cuando el funcionario judicial que profirió la sentencia impugnada carece, en forma absoluta, de competencia. 7.2.- Defecto procedimental absoluto: surge cuando el juez actuó totalmente al margen del procedimiento previsto por la ley. 7.3.- Defecto fáctico: se presenta cuando la decisión impugnada carece del apoyo probatorio que permita aplicar la norma en que se sustenta la decisión, o cuando se desconocen pruebas que afectarían el sentido del fallo. 7.4.- Defecto material o sustantivo: tiene lugar cuando la decisión se toma con fundamento en normas inexistentes o inconstitucionales, cuando existe una contradicción evidente y grosera entre los fundamentos y la decisión, cuando se deja de aplicar una norma exigible para el caso o cuando se otorga a la norma jurídica un sentido que no tiene. 7.5.- El error inducido: acontece cuando la autoridad judicial fue objeto de engaños por parte de terceros, que la condujeron a adoptar una decisión que afecta derechos fundamentales. 7.6.- Decisión sin motivación: se presenta cuando la sentencia atacada carece de legitimación, debido a que el servidor judicial incumplió su obligación de dar cuenta de los fundamentos fácticos y jurídicos que la soportan. 7.7.- Desconocimiento del precedente: se configura cuando por vía judicial se ha fijado un alcance sobre determinado tema, y el funcionario judicial, desconoce la regla jurisprudencial establecida. En estos eventos, la acción de tutela busca garantizar la eficacia jurídica del derecho fundamental a la igualdad. 7.8.- Violación directa de la Constitución que se deriva del principio de supremacía de la Constitución, el cual reconoce a la Carta Política como un supuesto plenamente vinculante y con fuerza normativa”
. 

4. Las pruebas documentales incorporadas al expediente, en el disco compacto que obra a folio 9, acreditan los siguientes hechos:

4.1 El señor Javier Elías Arias Idárraga formuló acción popular contra  Audifarma SA, sede ubicada en la calle 119 No. 7-24 de Bogotá
.
4.2 Por auto del 22 de noviembre de 2016, el Juzgado Tercero Civil del Circuito la admitió, ordenó correr traslado a la demandada, notificar a la Defensoría del Pueblo y al Ministerio Público, comunicar  a la Alcaldía de Bogotá sobre esa decisión y publicar el aviso a la comunidad por la emisora de la Policía Nacional o por un medio de amplia circulación en el lugar de vulneración de los hechos
. 
4.3 Con ocasión a la solicitud elevada por el representante del Ministerio Público para que se publicara el aviso a la comunidad por medio de la emisora de la Policía Nacional y se notificara a la entidad accionada “por iniciativa del despacho”
, la funcionaria demandada, el 20 de enero de 2017, le informó que, de conformidad con el precedente de la Corte Suprema de Justicia y de esta Sala, existen unas cargas mínimas que debe asumir la parte accionante para impulsar el proceso
.
4.4 En escritos presentados el 17
 y 24
 de mayo, 20 de junio
 y 21 de noviembre
 de 2017 el actor manifestó que desistía de la acción popular, con sustento en que: a) el despacho accionado ha inaplicado los artículos 5º y 84 de la Ley 472 de 1998 y 8º y 42 del Código General del Proceso; b) se cansó de solicitar celeridad y de malgastar tiempo y dinero en ese trámite y c) el Procurador delegado se abstiene de actuar y por tanto solicitó que ese funcionario lo representara y se pronunciara en derecho sobre el desistimiento formulado.
4.5 Frente a lo anterior el juzgado de conocimiento se pronunció     de esta forma: a) mediante proveídos del 18 de mayo
 y 1º de diciembre
 de 2017, resolvió no aceptar ese desistimiento       porque en esta clase de acciones el interés no es particular sino    que busca proteger derechos colectivos, respecto de los cuales carece de disposición el actor. Así mismo, señaló que ese     despacho asume las cargas que le son impuestas siempre y     cuando el demandante cumpla con las suyas, entre otras las de publicar el aviso de que trata el artículo 21 de la Ley 472 de       1998 y de gestionar la notificación a la entidad accionada. De       otro lado, señaló que carece de facultades para emitir órdenes respecto del Ministerio Público y b) por autos del 15 de junio
         y del 30 de agosto
 de 2017 se negó la solicitud de desistimiento porque sobre el particular ya se había pronunciado ese despacho. 
4.6 Contra aquellas decisiones el actor, el 24 de mayo
 y el 5        de diciembre del año pasado
, formuló recursos de reposición. Alegó, además de reiterar lo relativo a la renuencia en la     actuación, que ese despacho ha declarado la terminación anormal   de sus acciones populares, en aplicación del desistimiento tácito figura inexistente en la Ley 472 de 1998. En el último de esos recursos solicitó que el Procurador delegado lo representara y continuara con el trámite de la acción, se informara a la comunidad por la página de la Rama Judicial y que “de no reponer conceda alzada”.
4.7 El juzgado de conocimiento solo se pronunció respecto del último de esos medios de impugnación. Por auto del pasado 18 de enero, resolvió no reponer esa decisión ya que el desistimiento planteado por el accionante es inaplicable a esta clase de asuntos, pues además de que involucran un interés general, admitir esa solicitud impediría volver a ejercer la acción popular por el fenómeno de la cosa juzgada. Por su parte, el desistimiento tácito contemplado en el artículo 317 del Código General del Proceso constituye una sanción a la desidia de la parte actora respecto a las cargas propias que debe asumir, la cual, en cambio, no hace tránsito a cosa juzgada. Citó jurisprudencia que consideró aplicable al caso. En cuanto a las demás peticiones indicó que la Procuraduría ya se encontraba vinculada a la actuación y que no es posible acceder a la publicación por la página de la Rama Judicial pues a este medio tiene acceso limitado la comunidad, razón por la cual incumple la finalidad de amplia difusión
. 
Omitió pronunciarse sobre el recurso de apelación interpuesto de manera subsidiaria.
5. En este caso, en cuanto a la negativa del juzgado accionado       de aceptar el desistimiento formulado por el actor, se encuentran satisfechos los requisitos generales de procedencia del amparo constitucional frente a decisiones judiciales, porque: a) de acuerdo con los hechos narrados en el escrito por medio del cual se    formuló la acción, el asunto tiene relevancia constitucional, en    razón a que involucra el derecho al debido proceso; b) contra       esa decisión se interpuso recurso de reposición, el único que   procede contra esa clase de providencias; c) se cumple el presupuesto de la inmediatez porque aquel auto se dictó el 1º de diciembre pasado; d) las irregularidades alegadas tienen directa incidencia en la decisión atacada; e) se identificaron los hechos generadores de la vulneración y f) no se controvierte una sentencia 
dictada en proceso de tutela.
En relación con los requisitos específicos, la jurisprudencia de la Corte Constitucional ha enseñado que la acción de tutela no es vía alterna para modificar las interpretaciones judiciales que en el marco de su autonomía e independencia hacen los jueces, autorizados por el artículo 230 de la Constitución Nacional, a no ser que en su ejercicio se configure una vía de hecho. 

“…Frente a las interpretaciones que realizan las diferentes autoridades judiciales en sus providencias, la intervención del juez constitucional es muy limitada y excepcional pues se encamina a comprobar que la actuación es tan arbitraria que ha desbordado el principio de autonomía judicial en perjuicio de los derechos fundamentales de alguna de las partes de la litis. Esta proposición fue desarrollada en la sentencia T-1222 de 2005 en los siguientes términos:

“(...) En este sentido, no sobra indicar que, en todo caso, los jueces civiles son intérpretes autorizados de las normas que integran esta rama del derecho y el juez constitucional no puede oponerles su propia interpretación salvo que se trate de evitar una evidente arbitrariedad o una clara violación de los derechos fundamentales de las partes. En este caso el juez constitucional tiene la carga de demostrar fehacientemente la existencia de una vulneración del derecho constitucional de los derechos fundamentales como condición previa para poder ordenar la revocatoria de la decisión judicial impugnada.

En suma, ante una acción de tutela interpuesta contra una decisión judicial por presunta arbitrariedad en la interpretación del derecho legislado -vía de hecho sustancial por interpretación arbitraria-      el juez constitucional debe limitarse exclusivamente a verificar que la interpretación y aplicación del derecho por parte del funcionario judicial no obedezca a su simple voluntad o capricho o que no viole los derechos fundamentales. En otras palabras, no puede el juez de tutela, en principio, definir cuál es la mejor interpretación, la más adecuada o razonable del derecho legislado, pues su función         se limita simplemente a garantizar que no exista arbitrariedad        y a proteger los derechos fundamentales y no a definir el sentido y 
alcance de las normas de rango legal.”

Adicionalmente, bajo los mismos parámetros, la sentencia T-1108 de 2003 clasificó el conjunto de situaciones en las cuales es posible engendrar la arbitrariedad de una interpretación y, por tanto, el asomo de un defecto material o sustantivo:

“Así las cosas, y teniendo presente la sentencia T-441 de 2003, la procedibilidad de la tutela contra sentencias judiciales, por razones interpretativas, se limita a una de cuatro situaciones:

a) Se interpreta un precepto legal o constitucional en contravía de los precedentes relevantes en la materia o se aparta, sin aportar suficiente justificación.

b) La interpretación en sí misma resulta absolutamente caprichosa o arbitraria.

c) La interpretación en sí misma resulta contraria al ordenamiento constitucional, es decir, la propia interpretación es inconstitucional.

d) La interpretación, aunque admisible, conduce, en su aplicación, a resultados contrarios a la Constitución, como, por ejemplo, conducir a la violación del debido proceso constitucional.”

Para concluir, en la sentencia bajo cita se insistió en que la interpretación de las disposiciones aplicables a un proceso corresponde de manera exclusiva al juez ordinario. Por ello, recalcó que sólo en las anteriores situaciones, siempre que la anomalía sea plenamente demostrada por el demandante, podrá intervenir el juez constitucional a través de la acción de tutela…”
. 

Están pues los jueces autorizados para interpretar las normas en las que edifican sus decisiones y por ende, el ejercicio de tal facultad no constituye una vía de hecho que justifique la intervención del juez constitucional cuando sus apreciaciones no coinciden con las de las partes, a menos de revelarse arbitrarias, abusivas o caprichosas, en los términos indicados en la jurisprudencia antes transcrita.  

Surge de las pruebas recaudadas que la funcionaria demandada negó la solicitud de desistimiento elevada por el accionante en razón a que el objeto de las acciones populares es el amparo de los derechos colectivos, los cuales priman sobre el interés particular, y por tanto, el actor se encuentra imposibilitado a disponer de aquellos.  

Puede entonces decirse que la juez accionada adoptó sus   decisiones con fundamento en una interpretación jurídica que en ningún momento se puede tachar de caprichosa, es decir, que obedezca a su mera voluntad y que por lo tanto se constituya en una vía de hecho, sin que por lo tanto se vislumbre situación excepcional en su análisis que justifique la intervención del juez constitucional, toda vez que la conclusión a que sobre el punto llegó no se torna antojadiza, ni contraria al ordenamiento constitucional.

Pretende el demandante replantear una situación que fue valorada y definida por la jurisdicción ordinaria, usando la acción de amparo como medio para obtener la modificación de la decisión que le resultó adversa, lo que resulta imposible en razón al carácter residual que la caracteriza y que no admite la discusión de asuntos que son propios de la competencia de jueces ordinarios.

Modificar la providencia porque el aquí demandante está en desacuerdo con ella, implicaría invadir la independencia del juez, la desconcentración y autonomía que caracterizan la administración de justicia, de conformidad con el artículo 228 de la Constitución Nacional. 

De acuerdo con lo expuesto, como en este caso no se ha configurado ninguna de las causales específicas que hagan procedente la tutela frente a decisiones judiciales, se negará el amparo solicitado.
6. El actor también se queja de un supuesto desconocimiento de los artículos 5º y 84 de la Ley 472 de 1998 y 42 del Código General del Proceso, disposiciones que establecen los deberes del juez, la perentoriedad de los plazos y los principios de celeridad e impulso oficioso. Sin embargo, de conformidad con las pruebas arriba analizadas, para continuar con el trámite de la acción popular se requiere que el interesado cumpla las cargas que le correspondían, concretamente adelantar las gestiones para obtener la publicación del aviso a la comunidad sobre la existencia del proceso y la notificación de la parte demandada, a lo que no ha procedido, de lo que puede concluirse que se encuentra justificada la demora en la actuación.

En asunto similar al que aquí se ventila, en sede de tutela, se expresó así la Corte Suprema de Justicia:

“Sin embargo, la Corporación tiene definido que incumbe al actor popular asumir las expensas que implique el pleito, entre ellas, las “publicaciones previstas en el artículo 21 de la Ley 472 de 1998”, excepto cuando se le hubiere otorgado amparo de pobreza, lo que acá no ha ocurrido, según se verificó. 

No obstante, si el accionante no puede satisfacer esa obligación, le corresponde manifestárselo al juez cognoscente para que oficie a la Defensoría del Pueblo, o directamente a esta institución, como encargada del manejo del Fondo para la Defensa de los Derechos e Intereses Colectivos, a fin de que se evalúe la posibilidad de financiación en los términos de los literales b y c del artículo 71 de la Ley 472 de 1998. 

Sobre ese específico punto, la Corte sostuvo 

“Respecto de las publicaciones, se dispuso en la providencia de admisión de las acciones populares, que estas se hiciera en un medio escrito, uno de radiodifusión o de televisión, a costa del accionante con lo cual se cumple lo indicado en el artículo 21 de la Ley 472 de 1998, acorde con esta norma, se establece en los artículos 70 a 73 de la misma ley, la posibilidad de financiación por parte del Fondo para la Defensa de los Derechos e Intereses Colectivos, de los gastos que demande la acción popular, para lo cual corresponde al interesado hacer la solicitud de financiación a la Defensoría del Pueblo, a cuyo cargo se encuentra dicho Fondo, quien debe determinar la procedencia y el monto de la financiación, de acuerdo con los criterios señalados en el artículo 73 citado, con derecho a reembolso si el demandado es condenado en costas. Es decir que no corresponde al Juzgado emitir la orden de financiación pretendida aquí por el accionante” (CSJ STC, 6 dic. 2007, rad. 00121-01, reiterada 15 may. 2015, rad. STC5983-2015).

…

4.4.- Entonces, como la dilación en el impulso de la litis es endilgable al interesado, quien pretende despojarse de la carga que el legislador le ha impuesto, no se concederá la salvaguarda, pues, hay circunstancias objetivas y plausibles que justifican ese proceder…”

De acuerdo con lo anterior, como la tardanza en tramitar la acción popular no se ha producido por el incumplimiento de las funciones por parte del juez accionado, el amparo se negará.

7. La pretensiones relativas a ordenar se dé trámite a la acción popular de oficio y se determine la norma que lo obliga a continuar “perdiendo el tiempo” con esa acción constitucional, serán declaradas improcedentes, por las siguientes razones. 
Como se ha reiterado por la jurisprudencia constitucional, uno de los requisitos de procedencia del amparo constitucional es que el interesado haya acudido de manera previa a la autoridad que supuestamente afecta sus garantías fundamentales, a fin de que esta tenga la oportunidad de conocer la reclamación y pronunciarse al respecto; de obviarse ese trámite, se estaría dando por sentado que la administración no va a acceder a la petición y adicionalmente, el ciudadano ejercería la tutela como forma principal de obtener protección a sus derechos, cuando, es sabido, una de sus principales 
características es la subsidiariedad. 

En este caso, el demandante ninguna actividad ha desplegado en el proceso en el que encuentra lesionados sus derechos, con el fin de obtener sea la funcionaria accionada la que de oficio dé continuación a esa acción y que se le informe la norma que contempla la obligación de continuar con el trámite de la acción popular, pese a la supuesta tardanza, y por tanto, el despacho accionado tampoco ha tenido oportunidad de resolver lo que corresponda.

Ese pasivo comportamiento impide otorgar el amparo solicitado, porque el juez constitucional no puede desconocer las formas propias de cada juicio y adoptar por este excepcional medio de protección decisiones que deben ser resueltas al interior del proceso, escenario normal previsto por el legislador para tal cosa, por los funcionarios competentes para ello.

Así lo ha explicado la jurisprudencia:

“El proceso judicial ordinario representa el mecanismo normal para la solución de los litigios, en él las partes pueden ser escuchadas en igualdad de oportunidades, aportar pruebas, controvertir las que obren en su contra, interponer recursos y, en general, ejercer las atribuciones derivadas del derecho al debido proceso.

Cuando alguna de las partes por descuido, negligencia o falta de diligencia profesional, omite interponer oportunamente los recursos que el ordenamiento jurídico le autoriza o, más grave aún, después de interponerlos deja vencer el término para sustentarlos, la parte afectada con este hecho no podrá mediante la acción de tutela pretender revivir la oportunidad procesal con la cual contó y que por su propia culpa no fue utilizada de la manera más adecuada para sus intereses. En eventos como este, la incuria de quien desatiende sus deberes no puede servir de fundamento para el ejercicio de la acción de tutela…”
.

En consecuencia, como no resulta posible acudir a la tutela como mecanismo principal de defensa judicial, ni factible emplearla como medio alternativo de los ordinarios o extraordinarios previstos por el legislador para obtener protección a un derecho, ni para reemplazarlos, salvo cuando se pretenda evitar un perjuicio irremediable, el amparo reclamado frente al juzgado accionado resulta improcedente y así se declarará.

8. De otro lado, las peticiones del actor tendientes a ordenar a la Procuraduría cumpla sus funciones, demuestre cuál ha sido su actuación en ese proceso y que lo siga tramitando, también resultan improcedentes porque este medio especial no fue concebido para elevar ese tipo de solicitudes, las cuales, además, deben ser formuladas por el mismo interesado ante las autoridades competentes. 

9. En estas condiciones, el amparo será declarado improcedente, salvo respecto a la mora judicial alegada que se negará.

10. Para finalizar es preciso indicar que si bien en el trámite de la acción popular la funcionaria accionada omitió resolver sobre el recurso de reposición formulado por el demandante contra el primer auto que no aceptó el desistimiento que planteó ni se pronunció sobre el recurso de apelación interpuesto de forma subsidiaria contra el segundo de tales proveídos, dichas irregularidades no fueron  alegadas por el actor en esa actuación ni en esta acción de amparo y la Sala tampoco encuentra mérito para subsanarlas por esta vía, como quiera que se demostró que en una segunda oportunidad se decidió sobre aquella reposición y respecto al de apelación se recuerda que dicho medio de impugnación solo procede contra la sentencia que define la acción popular de conformidad con los artículos 36 y 37 de la Ley 472 de 1998
.
En mérito de lo expuesto, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, Risaralda, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,

R E S U E L V E 

PRIMERO: Se declara improcedente la acción de tutela propuesta por el señor Javier Elías Arias Idárraga contra el Juzgado Tercero Civil del Circuito local, el Agente del Ministerio Público Local y el Procurador General de la Nación, a la que fueron vinculados las Alcaldías municipal de Pereira, local de Usaquén y distrital de Bogotá, el Procurador 4 Judicial II delegado para asuntos civiles, la Defensoría del Pueblo y el Ministerio Público, ambos de la Regional Risaralda, salvo la pretensión relativa a declarar la mora judicial que se niega.
SEGUNDO: Notifíquese esta decisión a las partes conforme lo previene el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991.

TERCERO: De no ser impugnada esta decisión, envíese el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión conforme lo dispone el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991.

Notifíquese y cúmplase, 

Los Magistrados,




CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS




DUBERNEY GRISALES HERRERA
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